
bien señala el autor en el capítulo sexto de
esta obra, el EBEP tan solo abre la puerta
a la profesionalización, pero no obliga a
traspasarla. De ahí que el autor califique
a este nuevo marco como un régimen
«… blando…» del personal directivo públi-
co y profesional. Blando fundamentalmen-
te por tres motivos. En primer lugar, porque
el personal directivo no aparece adecuada-
mente concretado y definido en este pre-
cepto. En segundo lugar, porque los carac-
teres determinantes de ese posible régimen
jurídico (designación con base al mérito,
la capacidad y la idoneidad, evaluación por
objetivos y exigencia de responsabilidades),
que ciertamente apuntan hacia su profe-
sionalización, tan solo ostentan el «rango»
de principios. Y, por último, porque estas
previsiones del artículo 13 están redacta-
das de un modo tan ambiguo que precisan
de una ulterior concreción reglamentaria
(excepción hecha, si se quiere, de lo pre-
ceptuado en el artículo 13.4 del EBEP). 

Así las cosas, y en buena lógica, el autor
dedica el capítulo séptimo y último de esta
obra a averiguar si, en efecto, aquella mera
posibilidad y estas sucintas previsiones del
artículo 13 del EBEP han encontrado de-
sarrollo reglamentario. Averiguación que
arroja un resultado ciertamente insatisfac-
torio y preocupante en los distintos niveles
político-administrativos, fundamentalmen-
te por falta de impulso político. Así es. En el
caso de la Administración General del Es-
tado porque durante los últimos cuatro
años apenas ha esbozado algún que otro
borrador de Real Decreto en el que se pre-
tende establecer el régimen jurídico del per-
sonal directivo profesional, amén —eso sí—
de crear varios grupos e incluso un obser-
vatorio dedicados a la investigación y al es-
tudio del empleo público. En lo que con-
cierne a las Comunidades Autónomas, la
situación del personal directivo tras el
EBEP no es mucho mejor, ya que son pocas
todavía las que han abordado la «cuestión
directiva». Sí se han enfrentado a esta cues-
tión las Comunidades Autónomas de Va-
lencia y Castilla-La Mancha, a través de sus
respectivas Leyes de función pública (10/
2010, de 9 de julio, y 4/2011, de 10 de mar-
zo, respectivamente). Sin embargo, las ex-
periencias tampoco han sido muy satisfac-

torias. O bien han innovado demasiado (Co-
munidad Valenciana) o bien demasiado
poco (Castilla-La Mancha). Finalmente, y
descendiendo al específico ámbito local,
salvo algunas experiencias aisladas, son
también escasos los avances obtenidos en
esta materia debido, en este caso, a la «dis-
culpable y limitada» capacidad de este nivel
de Administración territorial para determi-
nar normativamente su propio régimen de
organización y de empleo público.

En fin, nos encontramos ante una su-
gerente monografía que nos ofrece una ra-
diografía extensa y minuciosa de la figura
del directivo en nuestras Administraciones
públicas. Un régimen jurídico que, a juicio
del autor, aún está por construir, más por
falta de voluntad política que por la caren-
cia de los mimbres jurídicos necesarios
para ello. Lo cierto es que estos mimbres, a
los cuales vendría a sumarse esta obra, es-
tán ya listos y dispuestos.

Josefa CANTERO MARTÍNEZ

Universidad de Castilla-La Mancha

MEILÁN GIL, José Luis: La Estructura de los
Contratos Públicos, Iustel, Madrid, 2008,
248 págs.

La lectura del último libro sobre los con-
tratos públicos de José Luis MEILÁN me ha
llevado, como en un túnel del tiempo, mu-
chos años atrás, a finales de los sesenta,
cuando él y yo —yo con él— trabajábamos
en Alcalá de Henares (Escuela Nacional de
Administración Pública) bajo la dirección,
siempre fecunda, de José Luis VILLAR PA-
LASÍ. Yo terminaba mi tesis doctoral, sobre
la Teoría del Equivalente Económico, y él
preparaba la que fue, según creo recordar,
su primera lección magistral para unas opo-
siciones a Cátedra. Era el año 1968.

Pero el libro es bastante más que aque-
lla lección magistral, que se titulaba La ac-
tuación de la Administración Pública por vía
de acto y de contrato. Es un intento logrado
de comprensión integral de la figura de los
contratos públicos desde las diferentes tra-
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yectorias históricas de los ordenamientos
jurídicos europeos y americano. Siempre
he admirado en MEILÁN su agudeza —y su
talento— para entender las instituciones
administrativas, vinculadas siempre —casi
como un subproducto— al contexto políti-
co, económico y social del tiempo y lugar en
el que se forjan. Ello explica las diferen-
cias, que el autor explica convincentemen-
te, entre el paradigma alemán —un Esta-
do fuerte, que manda unilateralmente y no
necesita pactar demasiado con los particu-
lares—, el mundo anglo-norteamericano
—una mezcla de common law y privilegios
de la Corona, transformados en América
en police power— y un modelo franco-es-
pañol presidido por la Revolución y la se-
paración de poderes, de las que surge una
Administración poderosa e inmune a los
tribunales ordinarios (los viejos Parlamen-
tos judiciales).

En el caso de España, los contratos se-
rán también la vía obligada de actuación
de un Estado débil, política y económica-
mente, ante una burguesía nacional con-
solidada por las medidas desamortizado-
ras, dispuesta a hacer negocios a la sombra
del Estado, y, ocasionalmente, inversores
extranjeros que acuden ante las oportuni-
dades que ofrecen el progreso y los emer-
gentes servicios públicos. En España —es-
cribe— «el protagonismo de los particulares
en la ejecución de las obras y los servicios
públicos no obedece solo a una razón
ideológica, sobre todo a la reconocida im-
potencia de la Administración para llevar a
cabo esas actividades, reclamadas por la
sociedad».

En materia de contratos públicos, ese
contexto histórico se materializará en Es-
paña en la venta de bienes nacionales, en
los contratos de suministros al Ejército y
en la realización de obras públicas (milita-
res con frecuencia) que exigen un régimen
jurídico especial y una jurisdicción distin-
ta. El autor explica, con fuentes originales
y variadas, cómo se perfila la figura del con-
trato administrativo y cómo los pliegos de
condiciones, que eran inicialmente cláusu-
las contractuales, se convierten en normas
sustantivas y van dibujando criterios y re-
glas que excepcionan una y otra vez el De-
recho común (págs. 82 y ss.).

El autor cierra este capítulo de trayec-
torias históricas del contrato en los princi-
pales ordenamientos jurídicos del mundo
occidental con una larga consideración del
Derecho comunitario europeo como mee-
ting point de todos ellos. Las directivas so-
bre contratos públicos han venido a unifi-
car no pocas disparidades de los Derechos
nacionales, especialmente en el caso de Ale-
mania y el Reino Unido. Sin embargo, no
conviene exagerar. La realidad es que a la
Unión Europea lo único que le interesa es
garantizar la unidad de mercado y la libre
y leal competencia en él. Por ello, las di-
rectivas no afectan a las reglas de fondo de
los contratos, sino solo a su preparación y
adjudicación, que pasan a ser procedi-
mientos vinculantes de naturaleza pública
y no pueden estar regulados por meras cir-
culares internas o instrucciones de servi-
cios. Ello, naturalmente, tiene un impacto
notable, tanto en el ámbito subjetivo de
aplicación de la ley («poderes adjudicado-
res», cualquiera que sea la forma jurídica
que revistan) como en el ámbito objetivo
(actos y negocios a los que se aplica la Ley
de contratos, cualquiera que sea el nombre
que reciban). Igualmente, tiene conse-
cuencias en materia de recursos y garan-
tías de efectivo cumplimiento del procedi-
miento de adjudicación. De todo ello da
cuenta el autor (págs. 93 a 121).

Pero donde, a mi juicio, el libro ofrece
mayor interés es en el viejo tema acto-con-
trato, que se aborda no solo desde la teoría
de los actos separables (normas comunes
que regulan la actuación de la Administra-
ción en cuanto sujeto), sino, sobre todo,
desde la propia significación del acto en la
estructura y nacimiento del contrato. MEI-
LÁN aborda la distinción entre el «acto con-
tractual», es decir, que da lugar a un con-
trato, y el acto necesitado de aceptación;
señala las profundas diferencias entre am-
bas situaciones jurídicas, contractual una
y estatutaria (reglamentaria) la otra. La doc-
trina formulada por MARTÍNEZ LÓPEZ-MU-
ÑIZ y sus discípulos, según la cual el con-
trato sería un acto unilateral en su emisión
y contractual en sus efectos, es sometida a
crítica por el autor, que ofrece una explica-
ción diferente. En las situaciones regla-
mentarias (estatutarias) como son la rela-
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ción de servicios, la acción concertada, sub-
venciones modales y otras, las obligaciones
no son, en rigor, recíprocamente exigibles,
«como causa una de la otra» (art. 1274 del
Código Civil), y no hay necesidad de acu-
dir al acuerdo de voluntades recíprocas. En
los contratos, la Administración y el con-
tratista, de conformidad con sus propios
cauces de manifestación, se autovinculan
en un acuerdo, que sobrepasa la mera yux-
taposición de declaraciones. De esa auto-
vinculación surgen derechos y obligaciones
recíprocos. La esencia del acuerdo de vo-
luntades, como se define tradicionalmente
el contrato, consiste en esa vinculación mu-
tua que genera. La Administración con el
acto de adjudicación no queda solo vincu-
lada a la norma, sino también a los térmi-
nos que marcan el contenido del acto, doble
vinculación en que consiste esencialmente
el contrato de una Administración pública.
En los actos necesitados de aceptación, en
cambio, la voluntad del particular se yux-
tapone al contenido del acto, pero no con-
tribuye a la formación del contenido del
contrato.

El libro termina con dos capítulos, V y
VI, en los que se analiza el bloque norma-
tivo, integrado hoy por la nueva —y en mi
opinión poco acertada— Ley de Contratos
del Sector Público (Ley 30/2007, de 30 de
octubre), que ha ido bastante más allá de lo
que exigían las Directivas 2004/17 y 2004/
18, de 31 de marzo. Dicha Ley ha venido a
alterar la estructura tradicional de nues-
tra Ley de Contratos del Estado, dejando
alguna confusión en su regulación y ha-
ciendo difícil su consulta. Los Pliegos de
Cláusulas, en sus diversas modalidades
(cláusulas administrativas generales, cláu-
sulas administrativas particulares y pliego
de prescripciones técnicas), son objeto de
un penetrante análisis en los importantes
problemas que plantean cada uno de ellos
(funcionalidad, naturaleza jurídica, im-
pugnaciones posibles, etc.). 

Finalmente, se contiene en esta obra
una detallada exposición del iter del con-
trato, que termina en el acto de adjudica-
ción y su régimen de modificación.

Gaspar ARIÑO ORTIZ

Universidad Autónoma de Madrid

PALOMAR OLMEDA, Alberto: El sistema de-
portivo español: una visión diferente y
pautas de reforma, Ed. Aranzadi, Cizur
Menor (Navarra), 2011, 152 págs.

Estamos ante una monografía que hace
honor a su título y que, por lo mismo, cum-
ple de sobra con el propósito principal de su
autor. Así es, entre sus páginas encontra-
mos una mirada distinta —y crítica— al
modelo deportivo de nuestro país, amén de
una relación detallada de propuestas para
su transformación, al hilo de la cual PALO-
MAR OLMEDA se ciñe a la finalidad declara-
da de su libro: «… poner sobre la mesa un
conjunto de ideas que tratan de afrontar
algunos de los problemas centrales del de-
porte español…». Y lo hace, además, de un
modo ameno y conciso (en apenas 150
págs.), desde una óptica jurídica y organi-
zativa (aunque no solo) y, lo que es aún más
importante, pronunciándose sobre algunos
asuntos de candente actualidad, como lo
son el derecho a la explotación de las re-
transmisiones deportivas por televisión o
la negativa de la mayoría de las cadenas de
radio españolas a abonar el llamado canon
de la Liga de Fútbol Profesional.

Pero no adelantemos acontecimientos,
ni contenidos, e iniciemos nuestro comen-
tario a esta obra de un modo ordenado y
sistemático, esto es, comenzando por su
capítulo primero. Un capítulo en el que, a
modo de introducción, el autor nos informa
del porqué de su reflexión, de la oportuni-
dad de la misma y de la forma en la que pre-
tende llevarla a cabo. Así es, en primer lu-
gar, el autor nos descubre el motivo o el
porqué fundamental de su libro, y que no
es otro que la constatación de la falta de
«… un modelo que dé mínima coherencia
a la actuación del conjunto de agentes que
intervienen…» en el sistema jurídico de-
portivo español. Dicho esto, PALOMAR OL-
MEDA alude a continuación a la oportunidad
de su razonamiento. Y, finalmente, el autor
concluye este capítulo primero dando cuen-
ta de la novedosa forma en la que pretende
desarrollar su reflexión, es decir, de la
metodología que se propone utilizar. Una
metodología descriptiva, y a la vez propo-
sitiva, que huye del tradicional «… espi-
gueo…» de soluciones aisladas para, por el
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